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Juez Flores García y el Juez Sánchez Ramos   

 
Sánchez Ramos, Juez Ponente 

 
SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

Según explicaremos en mayor detalle a continuación, erró el 

Tribunal de Primera Instancia (“TPI”) al ordenar el inicio de un 

proceso penal por desacato, en el cual fungiría como “fiscal” un 

abogado privado escogido por el TPI, por supuesta violación a una 

orden del TPI, cuando (i) la conducta imputada ocurrió fuera de los 

predios y presencia del tribunal, (ii) el imputado no era parte de la 

acción en la cual se emitió la orden ni el TPI había de algún modo 

adquirido jurisdicción sobre éste, (iii) no hubo adecuada 

notificación al imputado de la acción que se pretendía iniciar, ni de 

los hechos que se le imputan, (iv) no se le proveyó al imputado 

información sobre los testigos que se utilizarían en su contra y (v) 

no se le brindó al imputado oportunidad de conducir 

descubrimiento de prueba. 

De conformidad, adelantamos que expedimos el auto de 

certiorari  solicitado y dejamos sin efecto la decisión recurrida. 
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I. 

La acción de referencia es sobre Interdicto Posesorio, 

presentada el 23 de junio de 2015 por Peñuelas Valley Landfill, 

Inc. (“PVL” o la “Recurrida”).  PVL alegó que los demandados le 

impedían la entrada y salida de camiones de desperdicio hacia los 

terrenos que ocupa PVL, además de interferir con la entrada y 

salida de sus empleados, clientes, suplidores y otros.  Subrayamos 

que el peticionario, el Municipio de Peñuelas y su alcalde, Hon. 

Walter Torres Maldonado, no fueron incluidos como parte 

demandada. 

Luego de varios incidentes procesales no pertinentes al 

asunto que nos ocupa, el 15 de julio de 2015, el TPI emitió una 

Orden de Injunction Preliminar (el “Injunction”), al amparo de la 

regla 57.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R.57.2. 

En lo pertinente, el 20 de abril de 2016, PVL presentó una 

“Solicitud de Desacato” contra (i) el Sr. Jimmy Borrero (quien es 

uno de los demandados) y (ii) el Municipio de Peñuelas (el 

“Municipio”) y su alcalde, el Hon. Walter Torres Maldonado (el 

“Alcalde” o “Peticionario”).  PVL planteó que éstos desobedecieron 

los términos del Injunction.  

En atención a dicha Solicitud, el TPI señaló una vista de 

desacato criminal, designó a uno de los abogados de PVL (el “Fiscal 

Privado”) para que presentara la prueba correspondiente y advirtió 

a los imputados que, de ser encontrados culpables, podrían ser 

condenados a pagar una multa o a cumplir una pena de cárcel.  Lo 

anterior se consignó en la Orden que se transcribe a continuación, 

emitida el 5 de mayo de 2016 (la “Orden”): 

     Examinado el escrito presentado por la parte  
demandante, se señala Vista de Desacato para dilucidar e1 
alegado desacato por incumplimiento con la Orden de 18 de 
abril de 2016 para el 17 de junio de 2016 a las 9:00 a.m.  
 
     Se designa al Lcdo. Jaime E. Toro Monserrate, para que 
se encargue de la tramitación del procedimiento y la  
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presentación de la prueba. Véase Pérez v. Espinosa, 75 DPR 
777 (1954).  
 
     Se apercibe a la parte promovida, Jimmy Borrero y 
Walter Torres Maldonado, Alcalde de Peñuelas, de su 
derecho de estar representados por abogado,  
contrainterrogar testigos, presentar prueba a su favor, su 
presunción de inocencia, el privilegio a no auto 
incriminarse y que su culpabilidad debe ser probada más 
allá de duda razonable. De ser hallado incurso en Desacato 
criminal, se expone a una pena de hasta $5,000.00 [o] 6 
meses de cárcel [o[ ambas penas, a discreción del Tribunal”. 

 

Oportunamente (el 12 de mayo), la Orden fue notificada por el TPI 

a las partes; sin embargo, ni el Alcalde ni el Municipio fueron 

notificados. 

 El 2 de junio de 2016, el Fiscal Privado remitió, a quien 

entendía era un representante legal del Alcalde, un correo 

electrónico en el que informa sobre la vista de desacato criminal 

señalada para el día 17 de junio de 2016.  A la vez, anejó a dicho 

correo electrónico, un documento denominado 

“Citación/Notificación”, dirigido al Peticionario, junto con la Orden 

y copia del Injunction.  

 El 9 de junio, el Alcalde presentó una Moción Urgente1, 

mediante la cual impugnó la legalidad de la Orden y planteó que el 

TPI no tenía jurisdicción sobre su persona ni autoridad para 

ordenar la celebración de un juicio por desacato criminal en su 

contra en las circunstancias específicas de este caso.  Argumentó 

que ni el Municipio ni el Alcalde habían sido incluidas como 

“partes” en el presente caso.  Planteó, además, que el Injunction no 

le aplicaba a él o al Municipio, ya que nunca fueron notificados del 

mismo.  Asimismo, impugnó la validez de la notificación, sobre la 

vista de desacato, realizada por el Fiscal Privado, por esta no 

cumplir con diversos requisitos a su juicio aplicables.  

                                                 
1 Titulada “Comparecencia Especial Y Urgente Planteando Falta De Autoridad Del 
Tribunal Para Extender La Orden De Injunction Preliminar Al Municipio De 
Peñuelas Y A Su Alcalde Y Sobre Falta De Jurisdicción Del Tribunal Sobre La 
Persona Para Emitir Orden Y Celebrar Vista De Desacato Contra El Alcalde De 
Peñuelas Walter Torres Maldonado”. 
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 Ante la inacción del TPI, y ante la inminencia de la vista de 

desacato (señalada para el 17 de junio), el 15 de junio, el 

Peticionario presentó el recurso de referencia y nos solicita que 

dejemos sin efecto la Orden; acompañó una moción en auxilio de 

jurisdicción mediante la cual solicitó la paralización de los 

procedimientos pendientes ante el TPI en cuanto al Alcalde se 

refiere.  PVL compareció en oposición a dicha moción y, el 16 de 

junio de 2016, ordenamos la paralización de los procedimientos, en 

cuanto se refieran a canalizar un juicio penal por desacato contra 

el Alcalde.  El Peticionario formula los siguientes señalamientos 

de error: 

PRIMER ERROR: 
 
ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA AL EMITIR 
UNA ORDEN POR DESACATO CRIMINAL CONTRA EL HON. 
WALTER TORRES MALDONADO, ALCALDE DE 
PEÑUELAS, SIN JURISDICCIÓN, POR NO HAB[É]RSELE 
NOTIFICADO LA MISMA PREVIAMENTE CONFORME A 
DERECHO, EN UN CASO DONDE NI EL MUNICIPIO NI EL 
ALCALDE SON PARTES, DONDE NUNCA HAN SIDO 
EMPLAZADOS, NI SE LE HA NOTIFICADO TAMPOCO LA 
ORDEN DE INJUNCTION PRELIMINAR EMITIDA DE 
ACUERDO A LAS FORMAS DE NOTIFICACI[Ó]N QUE 
ESTABLECEN LAS REGLAS DE PROCEDIMIENTO CIVIL. 
 
SEGUNDO ERROR 
 
ERRÓ EL HON. TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA AL 
EMITIR UNA ORDEN PARA PROCESAMIENTO POR 
DESACATO CRIMINAL CONTRA EL ALCALDE DE 
PEÑUELAS, HACIENDOLE EXTENSIVA UNA ORDEN DE 
INJUNCTION PRELIMINAR EMITIDA, AUN CUANDO LA 
LEY CLARAMENTE LO PROHIBE, PUESTO QUE BAJO LOS 
HECHOS DEL PRESENTE CASO ESTA PROHIBIDA LA 
EMISI[Ó]N DE UNA ORDEN DE INJUNCTION CONTRA UN 
MUNICIPIO. 
 

 PVL compareció en oposición al recurso de referencia el 1 de 

julio de 2016.  Resolvemos. 

II. 

El injunction es una orden o mandato, de carácter reparador, 

mandatorio o prohibitorio, cuya concesión descansa en la sana 

discreción del tribunal, la que se ejercerá ponderando las 

necesidades e intereses de todas las partes involucradas en la 

controversia. Municipio de Ponce v. Gobernador, 136 DPR 776, 790 
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(1994).  Los artículos 675 a 689 del Código de Enjuiciamiento Civil, 

32 LPRA secs. 3521-3566, y la regla 57 de  Procedimiento Civil, 32 

LPRA Ap. V R.57, disponen las instancias en las que puede 

emitirse y los factores a ser considerados.  

Por su parte, la Regla 57.5 de Procedimiento Civil, supra, 

dispone sobre la forma y alcance de una orden de Injunction  

preliminar; en particular, se consigna que la orden será: 

… obligatoria solamente para las partes en la acción, sus 
oficiales, agentes, sirvientes(as), empleados(as) y abogados 

o abogadas y para aquellas personas que actúen de 
acuerdo o participen activamente con ellas y que reciban 
aviso de la orden mediante cualquier forma de notificación.” 
Íd. (Énfasis nuestro). 

 

De forma similar, el artículo 678 del Código de Enjuiciamiento 

Civil, supra, dispone que “… dicha orden [Injunction] solo tendrá 

vigor en el caso específico ante el tribunal y entre las partes”. 32 

LPRA, sec. 3524(3)(b).  

Adviértase que, para que un tribunal pueda atender y 

adjudicar un caso, tiene que tener jurisdicción sobre la materia y 

sobre las partes. Shell v. Srio. Hacienda, 187 DPR 109, 122 (2012).  

La jurisdicción sobre la persona es “el poder que tiene el tribunal 

para sujetar a una parte a su decisión”. R. Hernández Colón, 

Derecho Procesal Civil, San Juan, LexisNexis, 2010, pág. 40.  

Como lo ha expresado nuestro Tribunal Supremo:  

La citación o emplazamiento es el paso inaugural del 

debido proceso de ley que permite el ejercicio de 
jurisdicción por el tribunal para adjudicar derechos del 
demandado.  Su adulteración es flagrante violación del 
trato justo. Pagán v. Rivera Burgos, 113 DPR 750, 754 
(1983). (Énfasis nuestro) 
 

Es también requisito esencial del debido proceso de ley, que 

toda denuncia, o aviso del inicio de un proceso penal, sea 

notificada adecuadamente al imputado, para que éste pueda estar 

sujeto a responder (held to answer). Pueblo v. Tribunal Superior,  

145 DPR 366, 377 (1998); véase, además, Medio Mundo, Inc. v. 

Rivera, 154 DPR 315 (2001); Río Const. Corp. v. Mun. de Caguas, 



 
 

 
KLCE201601107 

 

6 

155 D.P.R. 394, págs. 405-406; J.A. Cuevas Segarra, Práctica 

Procesal Puertorriqueña: Procedimiento Civil, San Juan, Pubs. 

J.T.S., 1979, Vol. II, pág. 436.2   

Por su parte, las reglas 65.3, 67.1 y 67.2 de las de 

Procedimiento Civil regulan lo relacionado con la notificación de 

órdenes. 32 LPRA Ap. V,  supra.  Se impone al Secretario o la 

Secretaria del tribunal la obligación de “notificar inmediatamente 

después de archivarse en autos copia de la notificación del registro 

y archivo de una orden”. R. 65.3, supra.  La notificación se tiene 

que hacer a todas las partes que hayan comparecido. Íd.  La 

misma se hará por correo, fax o medio electrónico. R. 67.2,  supra.  

Igualmente, en caso de que una orden, por su naturaleza, deba ser 

notificada por una parte a cualquier otra persona, deberá 

presentarse una acreditación haciendo constar el diligenciamiento 

de dicha orden, dentro del término provisto por el tribunal. 32 

LPRA Ap. V, R 67.3. 

Ahora bien, una vez emitida la orden de Injunction  

Preliminar, el Tribunal tiene la facultad, entre otras cosas, para 

sancionar a las partes o personas que incumplan con la misma. R. 

Hernández Colón, op. cit., pág. 31.  Entre las sanciones que puede 

imponer el tribunal, está el castigo como desacato.  

Es doctrina establecida en nuestro ordenamiento jurídico 

que el poder de castigar por desacato es un atributo inherente que 

posee el Poder Judicial para velar por el funcionamiento ordenado 

de los procesos que debe imperar en los tribunales. E.L.A v. Asoc. 

de Auditores, 147 DPR 669 (1999).  Así, el incumplimiento a una 

orden de Injunction puede ser castigado como desacato, ya sea civil 

o criminal.  El procedimiento a seguir dependerá del propósito del 

castigo.   
                                                 
2 Véase además, Martínez, Inc. v. Abijoe Realty Corp., 151 DPR 1, 8 (2000); 

Falcón Padilla v. Maldonado Quirós, 138 DPR 983 (1995); Arroyo Moret v. F.S.E., 
113 DPR 379, 381 (1982); Berríos v. Comisión de Minería, 102 DPR 228, 230 

(1974). 



 
 

 
KLCE201601107    

 

7 

En el desacato criminal, a diferencia del civil, el castigo va 

dirigido a vindicar la dignidad y autoridad de los tribunales. 

Guzmán Vega v. Piñero Piñero, 91 DPR 704 (1965).  La sentencia de 

desacato criminal es por un término fijo de encarcelación o por 

una multa o penalidad fija, a ser cumplida o pagada 

independientemente del cumplimiento posterior de la orden u 

obligación original. Guzmán Vega v. Piñero Piñero, supra; Pérez v. 

Espinosa, 75 DPR 777 (1954).  Esta distinción es importante por 

sus repercusiones, tanto sustantivas como procesales. E.L.A v. 

Asoc. de Auditores, supra, pág. 683 (1999). 

Son varias las fuentes de derecho que permiten la imposición 

del desacato criminal.  El artículo 687 del Código de 

Enjuiciamiento Civil, supra, atiende específicamente el 

incumplimiento con una orden  de injunction, disponiendo:  

§3533. Penalidad por desobedecer auto de injunction  
 
La desobediencia a un auto de injunction es penable como 

desacato, por el tribunal.  

 

El tribunal puede dictar una orden de arresto, al quedar 

convencido por declaración jurada de la violación del injunction, 

contra la persona que sea culpable de dicha violación, y, a 

discreción del tribunal, puede dicha persona ser sentenciada a 
pagar una multa que no exceda de quinientos (500) dólares y a 

hacer inmediata restitución a la persona perjudicada, y a prestar 

mayor fianza para obedecer al injunction o, en defecto de ello, 

podrá ser encarcelada por un tiempo que no exceda de seis (6) 

meses. 32 LPRA sec. 3533. 

 

En U.P.R v Alejandro Rivera, 111 D.P.R. 682 (1981), se concluyó 

que, cuando un tribunal opta por castigar al amparo del transcrito 

Art. 687, la pena de cárcel no es a discreción del Juez, sino, que es 

subsidiaria, esto es, “a falta del cumplimiento de la multa, remedio 

de restitución o fianza”. supra, pág. 684. 

Por otra parte, el Art. 279 del Código Penal establece bajo 

qué circunstancias una persona puede ser procesada por el delito 

de desacato.  En lo pertinente, se tipifica como desacato criminal, e 

incurrirá en delito menos grave, toda persona que realice 

cualquiera de los siguientes actos:  
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(a) […] 

(b) Desobedezca cualquier decreto, mandamiento, citación 

u otra orden legal expedida o dictada por algún 

tribunal.  

     […] 33 LPRA sec. 5372 

 
Ahora bien, ya sea bajo el artículo 687 del Código de 

Enjuiciamiento Civil, supra, o bajo el artículo 279 del Código Penal, 

supra, el tribunal tiene que satisfacer, como mínimo, los requisitos 

establecidos en la regla 242 de Procedimiento Criminal, la cual 

regula el procedimiento a seguir cuando la conducta se va a 

castigar como desacato criminal.  Dicho precepto establece:  

(a) […] 

(b) Procedimiento Ordinario. … en todo caso de desacato 

criminal se le dará al acusado previo aviso la 

oportunidad de ser oído. El aviso expondrá el sitio, hora 

y fecha de la vista, concederá al acusado un tiempo 

razonable para preparar su defensa, hará saber al 

acusado que se le imputa un desacato criminal y 

expondrá los hechos esenciales constitutivos del 

mismo.  […] 34 L.P.R.A. Ap. II R. 242 (Énfasis nuestro) 

Sobre el precitado artículo, en E.L.A v. Asoc. de Auditores, supra, 

pág. 684, se reiteró la doctrina adoptada en Pérez v. Espinosa,  

supra, pág. 782, la cual establece:  

[P]ara que sea válida una sentencia de desacato criminal, el 
procedimiento seguido en cuanto al desacato debe ser de 
naturaleza criminal, y, en el inicio de ese 
procedimiento, debe haberse informado al querellado en 
forma adecuada que contra él ha de seguirse un 
procedimiento de naturaleza criminal que podría culminar 
en una sentencia de desacato criminal, por un término o 
penalidad fija, a los fines de que él pueda tener, desde el 
primer momento, el conocimiento de la existencia, y la 

oportunidad de invocar en su beneficio, ciertas defensas y 
reglas propias de un procedimiento criminal, tales como 
la presunción de inocencia, el privilegio de no incriminarse, 
y el postulado de que su culpabilidad debe probarse más 
allá de una duda razonable.  
 

Además, en referencia al desacato indirecto, que es aquel que no 

ocurre en presencia del tribunal, nuestro Tribunal Supremo 

concluyó que: 

…la garantía constitucional que exige al estado no privar a 
persona alguna de su libertad o propiedad sin un debido 
proceso de ley, hace mandatorio en estos casos la 
observancia de todas las salvaguardas constitucionales 
aplicables a toda clase de imputación tipificada y 
castigada como un delito criminal para garantizar un 
juicio justo e imparcial.  Es corolario de una adecuada 
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representación legal el prepararse adecuadamente para 
defender al cliente. La Constitución y la Regla 242, supra, 
así lo exigen. Sin duda, “allí donde hay derecho 
constitucional a asistencia de abogado hay también derecho 
a que tal asistencia sea adecuada”.3 Coexiste con esta 
protección constitucional el también constitucional derecho 
al careo o confrontación con los testigos de cargo, para lo 
cual se hace indispensable la fase del descubrimiento de 
prueba. Tan fundamental se considera este derecho a la 
adecuada representación legal que su violación, a falta de 
renuncia, conlleva la revocación de la sentencia 
condenatoria. (Énfasis nuestro) 

 

Por lo tanto, cuando se pretende encausar un proceso por 

desacato criminal, es necesario, como en el caso de cualquier otro 

delito, seguir los procedimientos dispuestos por las Reglas de 

Procedimiento Criminal,  supra.  Además, conforme lo dispuesto en 

el Art. VI, Sec. 18 de la Constitución del Estado Libre Asociado 

“[t]oda acción criminal […] se instruirá a nombre y por autoridad 

de "El Pueblo de Puerto Rico," mientras otra cosa no se dispusiere 

por ley”.  LPRA, Tomo 1, ed. 2008, pág. 440.  Por su parte, la Ley 

Núm. 205-2004, conocida como Ley Orgánica del Departamento de 

Justicia, impone al Secretario de Justicia, a nombre propio o a 

través de delegados suyos, la responsabilidad de representar al 

Pueblo en los casos criminales.  

III. 

 En este caso, la conducta en controversia, que 

supuestamente constituyó desacato al Injunction, ocurrió “fuera del 

ámbito físico del tribunal”; por tanto, se trata de un alegado  

“desacato indirecto”. Asoc. de Auditores, supra, 147 DPR a la pág. 

686.  En este contexto, son, así pues, “necesarias las garantías de 

todo procedimiento criminal.” Íd.  Como explicó el Tribunal 

Supremo federal en Mine Workers v. Bagwell, 512 US 821, 834 

(1994) (citado en Asoc. de Auditores, supra, 147 DPR a las págs. 

686-87): 

[C]ontempts involving out-of-court disobedience to 

complex injunctions often require elaborate and 

                                                 
3 Chiesa, Ernesto, Derecho Procesal Penal de Puerto Rico y Estados Unidos, Vol. 

I, sec. 7.10 pág. 553, 1991 
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reliable factfinding … Such contempts do not obstruct 
the court’s ability to adjudicate the proceedings before 

it, and the risk of erroneous deprivation from the lack 
of a neutral factfinder may be substantial.  Under 

these circumstances, criminal procedural protections 
such as the rights to counsel and proof beyond a 
resonable doubt are both necessary and appropriate to 

protect the due process rights of parties and prevent 
the arbitrary excercise of judicial power. 
 

Así pues, en casos de desacatos criminales indirectos, como el 

presente, es necesario que se siga el proceso penal ordinario.  

Asoc. de Auditores, supra, 147 DPR a la pág. 687. 

 Al no haberse aquí respetado las garantías contempladas por 

nuestro ordenamiento para el trámite de una acción penal, no 

puede subsistir la Orden.  Adviértase que, contrario a lo que se 

requiere en un proceso penal usual por delito menos grave, en este 

caso: (i) no se notificó personalmente al imputado con una 

denuncia o su equivalente (Pueblo v. Pagán Rojas et al., 187 DPR 

465 (2012); Pueblo v. González Olivencia, 116 D.P.R. 614 (1985)); 

(ii) no se informó al imputado quiénes serían los testigos en su 

contra4 (Hoyos Gómez v. Tribunal Superior, 90 DPR 201, 203 

(1964)); y (iii) no se brindó al imputado la oportunidad de conducir 

descubrimiento de prueba para, por ejemplo, obtener, el informe 

preparado por agentes de la Policía en relación con las causas 

seguidas (34 LPRA Ap. II. R.95).   

 El proceso que pretendió encausar el TPI adoleció, además, 

de otros problemas sustanciales; los cuales reseñamos a 

continuación, aunque subrayando que, aun de no haber existido 

los mismos, por las razones arriba expuestas, procedía dejar sin 

efecto la Orden.   

En primer lugar, el TPI nunca emitió (ni mucho menos 

notificó) documento alguno que advirtiera, siquiera en términos 

generales, al Alcalde sobre los hechos que se le imputaba (es decir, 

                                                 
4
 El incumplimiento del deber de notificar los testigos es causa suficiente para 

desestimar una acusación o denuncia. Regla 64(ñ) de Procedimiento Criminal, 

34 LPRA Ap. II. 
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con información equivalente al que contendría una denuncia 

penal).  En efecto, la Orden no cumple con las exigencias de la 

Regla 242 de Procedimiento Criminal, supra,  ya que la misma no 

expone, ni tan siquiera a grandes rasgos, los hechos esenciales 

constitutivos del alegado desacato criminal.  Ello afectó el derecho 

que tenía el Peticionario de conocer, con razonable anticipación, 

los hechos que se le imputaba, con el fin de que pudiese preparar 

adecuadamente su defensa. Pueblo v. Meléndez Cartagena, 106 

D.P.R. 338, 341 (1977) 

En segundo lugar, el TPI nunca intentó adquirir jurisdicción 

sobre el Alcalde; en vez, la notificación a éste del procedimiento 

que se pretendía iniciar se canalizó a través del Fiscal Privado, 

quien, en vez de gestionar el diligenciamiento personal de la 

notificación, la envió a través de correo electrónico a quien estimó 

era un representante legal del Alcalde. 

En tercer lugar, no está claro que el TPI pudiese haber 

adquirido jurisdicción sobre el Alcalde en estas circunstancias, por 

éste no ser parte en la acción de la referencia.  Véase, por ejemplo, 

Asoc. de Maestros v. Corte, 66 DPR 705 (1946) (revocando desacato 

basado en orden dictada contra, y dirigida a, una entidad que no 

era parte y sobre quien el tribunal no había adquirido jurisdicción).  

Según arriba expuesto, para que un tribunal pueda ejercer su 

autoridad sobre una persona, es indispensable que el tribunal 

adquiera jurisdicción sobre esta.  PVL argumenta que el Alcalde sí 

estaba sujeto a la jurisdicción del TPI porque éste participó, 

voluntariamente, de una reunión en cámara, en ocasión de una 

vista celebrada el 18 de abril de 2016, en la cual se le hizo 

extensiva el Injunction, pues ese día se le dio lectura al Injunction y 

se reiteró el mismo en corte abierta.  No tiene razón PVL.  No es 

suficiente, para adquirir jurisdicción sobre una persona quien ni 

siquiera es parte, el que la persona haya acudido al tribunal o 
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haya participado en una reunión en cámara, o el que haya 

conocido del contenido del Injunction.  

En cuarto lugar, tampoco está claro que lo dispuesto en 

Pérez v. Espinosa, supra, según lo cual el tribunal puede (a) 

designar un abogado particular para fungir como “fiscal”, y (b) 

conducir el proceso penal por desacato dentro de la acción civil, 

sin seguir el “procedimiento clásico criminal”, es compatible con 

los más modernos desarrollos en lo relacionado con las garantías 

aplicables a todo imputado de delito, ni con lo actualmente 

establecido en nuestra Constitución y Reglas de Procedimiento 

Criminal, según las cuales es el Secretario de Justicia quien inicia 

y prosigue un caso penal a nombre del Pueblo. 

IV. 

 Por los fundamentos anteriormente expuestos, se deja sin 

efecto la Orden recurrida y se devuelve el caso para la 

continuación de los procedimientos de forma compatible con lo 

aquí resuelto. 

Lo acuerda y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal de Apelaciones. 

 

                                             Lcda. Dimarie Alicea Lozada 
                                     Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


